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ADMISIBILIDAD
N. I. SEQUOYAH

ESTADOS UNIDOS(
17 de marzo de 2010
I. RESUMEN
1. El 2 de febrero de 2007, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición de la profesora Constance de la Vega y Amy Lifson-Leu, Danielle Tizol, Anna Ciesielski y Elisabeth Hanowsky, internas, de la Frank C. Newman International Human Rights Law Clinic of the University of San Francisco (las “peticionarias”) contra el Gobierno de los Estados Unidos de América (“Estados Unidos” o el “Estado”).  La petición fue presentada en representación de Nvwtohiyada Ideshedi Sequoyah, que al nacer se llamó Billy Ray Waldon (“el señor Sequoyah”, “N.I. Sequoyah” o la “supuesta víctima”), un recluso que aguarda la ejecución de su pena de muerte en la Prisión de San Quintín en California, Estados Unidos (la “Prisión de San Quintín”).
2. La petición indica que el señor Sequoyah fue condenado a muerte en febrero de 1992 y desde esa fecha está a la espera de que se escuche su apelación directa.  Las peticionarias alegan que la razón por este retardo se debe a la deficiencia de las transcripciones del juicio, las cuales han requerido un tiempo excepcionalmente prolongado para ordenarlas y reconstruirlas, un problema que atribuyen como responsabilidad del Estado.  Alegan principalmente la violación de los derechos del señor Sequoyah a debido proceso y a ser juzgado sin un retardo indebido.  Las peticionarias también alegan que la situación de salud del señor Sequoyah se ha estado deteriorado muy seriamente desde que fue puesto en el pabellón de la muerte y que las autoridades de la penitenciaría se rehúsan a proporcionarle una atención adecuada.  En consecuencia, las peticionarias alegan que el Estado es responsable por violar los derechos del señor Sequoyah protegidos en los artículos I, XVIII, XXIV, XXV, y XXVI de la Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre (la “Declaración Americana”).

3. El Estado argumenta que la petición es inadmisible porque el señor Sequoyah no ha agotado todos los recursos internos y porque no ha establecido los hechos mediante los cuales demuestra que se ha violado la Declaración Americana.  Por lo tanto, el Estado sostiene que el retardo del caso del señor Sequoyah es imputable a su propio abogado defensor, quien solicitó y recibió 26 postergaciones del plazo correspondiente.  El Estado argumenta que no se puede solicitar este tipo de extensiones en forma constante y luego alegar que el tiempo previo a la audiencia de su apelación se ha retardado como una violación de sus derechos fundamentales.
4. Como se ha establecido en este informe, luego de haber examinado las reclamaciones de las partes sobre el tema de la admisibilidad y sin prejuzgar los méritos del caso, la Comisión Interamericana concluye que este caso es admisible con  respecto a los reclamos de que ha habido un indebido retardo del debido proceso de la apelación del señor Sequoyah y el prolongado período de encarcelación en el pabellón de la muerte, en vista de que cumple con los requisitos consagrados en los artículos 31 al 34 del Reglamento de la CIDH (las “normas” o “el Reglamento”).  Sin embargo, la CIDH concluye que es inadmisible el reclamo con relación a la falta de tratamiento médico, porque las peticionarias  no demostraron que se hayan agotado los recursos internos con respecto a estos hechos.  Con base en lo anterior, la CIDH decide notificar su decisión a las partes y continuar con su análisis de los méritos con respecto a las violaciones alegadas de los artículos I, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. La petición, fechada el 31 de enero de 2007, fue recibida por la CIDH el 2 de febrero de 2007.  El 7 de febrero la CIDH acusó recibo de la misma e informó a las peticionarias que se le había asignado a la petición el número P-120-07.  Luego, el 9 y 29 de mayo de 2007, el 27 de mayo de 2008 y el 1 de mayo de 2009,
 las peticionarias presentaron información adicional.
6. El 29 de mayo de 2008 la CIDH transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición, y le solicitó que enviara sus comentarios sobre la misma dentro de un plazo de dos meses; el mismo día les informó a las peticionarias al respecto.  El 13 de abril de 2009, la CIDH recibió las observaciones del Estado, con fecha 10 de abril de 2009.  El 2 de junio de 2009, acusó recibo de las mismas y transmitió sus partes pertinentes a las peticionarias, solicitándoles que presentaran sus observaciones dentro de un plazo de un mes.

7. El 26 de junio de 2009, las peticionarias solicitaron una extensión de un mes para presentar sus observaciones a la respuesta del Estado a su petición.  Mediante una nota del 1 de julio de 2009, la CIDH informó a las peticionarias y al Estado que le había otorgado una prórroga a las peticionarias, hasta el 2 de agosto de 2009, para que presentaran sus observaciones.  El 29 de julio de 2009, la CIDH recibió las observaciones de las peticionarias y las transmitió al Estado el 13 de agosto de 2009, acusando recibo en la misma fecha.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. Posición de las peticionarias
8. De acuerdo a la petición, N.I. Sequoyah es un ciudadano estadounidense que se encuentra encarcelado a la espera de la ejecución de su pena de muerte en la Prisión de San Quintín desde febrero de 1992.  La petición gira principalmente en torno a dos temas: el supuestamente indebido retardo del proceso de apelación del señor Sequoyah; y la supuesta falta de atención médica mientras él permanece encarcelado.
9. La información presentada a la CIDH indica la siguiente secuencia de acontecimientos:

-
Después de su arresto en junio de 1986, el señor Sequoyah solicitó su autorepresentación legal en marzo de 1987, la cual le fue otorgada en noviembre de 1989;
-
El juicio del señor Sequoyah comenzó en mayo de 1991, y el 18 de noviembre de 1991, fue condenado por 24 cargos que incluían desde robo hasta asesinato con circunstancias especiales, lo cual, de acuerdo a la legislación de California, lo hace elegible a la pena de muerte;

-
El 28 de febrero de 1992, el señor Sequoyah fue sentenciado a muerte y luego fue trasladado a la Prisión de San Quintín;
-
Durante tres años y nueve meses, N.I. Sequoyah permaneció en el pabellón de la muerte sin un defensor y sin ningún tipo de asistencia para apelar su caso;

-
En diciembre de 1995, el Defensor Público del Estado le asignó un abogado al señor Sequoyah.  Cuando el abogado defensor recibió el registro inicial de apelación del juicio,  se percató que faltaban varios documentos y evidencias de los procedimientos y presentó varias peticiones solicitando al Estado que corrigiera esta situación;

-
En marzo de 2000, el tribunal ordenó a los funcionarios del juzgado que rearmaran e las transcripciones del juicio en forma correcta y que se las enviaran nuevamente al abogado defensor del señor Sequoyah, quien volvió a presentar una petición con base en que este nuevo registro aún era deficiente;

-
En agosto de 2002, el abogado del señor Sequoyah recibió más documentos adicionales,  que llegaban a un total de 35.000 páginas. Tenía que preparar propuestas de declaraciones para llenar los espacios en blanco del registro de los procedimientos, los cuales o no estaban transcriptos o las notas de los secretarios del tribunal se habían perdido o habían sido destruidas;

-
En  marzo de 2003, el abogado defensor del señor Sequoyah tuvo que someterse a un tratamiento de quimioterapia lo cual no le permitió trabajar mucho hasta febrero de 2004, cuando continuó con su trabajo de completar el registro de los procedimientos; y
-
Hasta la fecha de la petición, el registro judicial permanece incompleto y no ha sido enviado al tribunal de apelaciones para su consideración.

10. Las peticionarias sostienen que este período de 20 años desde que N.I. Sequoyah fue arrestado y más de quince años desde que fue sentenciado se debe a la desorganización del Estado
 y que esto ha producido un efecto psicológico y físico devastador en la presunta víctima.  Argumentan que  la competencia del señor Sequoyah fue cuestionada en muchas ocasiones durante su juicio, insinuando que ya se encontraba frágil y que el Estado estaba al tanto de su vulnerabilidad.  Recurriendo en parte a declaraciones juradas firmadas por personas que manifestaron que tenían contactos ocasionales con el señor Sequoyah, las peticionarias alegan que desde que el señor Sequoyah se encuentra en el pabellón de la muerte, su salud mental se ha estado deteriorando en forma continua: se ha vuelto cada vez más aterrorizado y nervioso; durante sus reuniones no se puede sentar quieto o ni siquiera hacer contacto visual y parece que tiene cada vez más dificultad en controlar sus emociones.  Además, las peticionarias alegan que el señor Sequoyah no percibe el pasaje del tiempo y se ha vuelto cada vez más obsesivo, sintiéndose víctima de varias conspiraciones.
  Las peticionarias alegan que además de su condición mental, el señor Sequoyah sufre estados gripales severos y recurrentes, dolores en sus pulmones y tiene una afección cutánea que empeora a través de los años y que le provoca infecciones visibles.
  Las peticionarias sostienen que las autoridades de la penitenciaría no han tomado las medidas apropiadas y que le han negado al señor Sequoyah una atención adecuada a pesar del deterioro de su salud.
11. Las peticionarias destacan que esta situación debe ser considerada en el ámbito de un problema más amplio del sistema de atención de la salud en las cárceles de California, debido al cual ya se han presentado dos demandas.
  Indican además que este tipo de demandas han resultado en arreglos conciliatorios en los que el Estado de California ha acordado introducir cambios significativos a la atención de la salud que se le suministra a los reclusos. Sin embargo, las peticionarias sostienen que el sistema continúa siendo sumamente insatisfactorio y que como resultado de ello, el señor Sequoyah padece de una falta total de un tratamiento médico efectivo.

12. Con respecto a la admisibilidad, las peticionarias alegan que como la audiencia de su apelación se posterga en forma constante, al señor Sequoyah se le niega el acceso a los recursos internos y se le impide que los agote. Además, las peticionarias alegan que la legislación interna no le puede otorgar el debido proceso al señor Sequoyah porque él no tiene un recurso adecuado mediante el cual pueda presentar sus reclamos ante la Suprema Corte de Justicia de California para que ésta pueda recibir su apelación directa, lo cual las peticionarias estiman que ocurriría en por lo menos otros cinco años.  En forma similar alegan que el período de quince años transcurridos desde la fecha de la sentencia del señor Sequoyah, mientras aguarda para que su apelación sea escuchada, constituye un retardo indebido.  En consecuencia, las peticionarias afirman que al señor Sequoyah se le debería excusar del agotamiento de los recursos internos, de conformidad con el artículo 31(2) (a) (b) y (c) del Reglamento de la CIDH.
13. Con respecto a la aseveración del Estado de que el señor Sequoyah podría presentar una solicitud de habeas en la cual podría plantear sus alegatos de falta de tratamiento médico, las peticionarias sostienen que al hacerlo a esta altura de los acontecimientos, la supuesta víctima pondría en peligro su derecho a plantear cualquier reclamo adicional impugnando la constitucionalidad de su sentencia de muerte.  Las peticionarias explican que, de conformidad con la legislación de California, una persona encarcelada puede presentar una petición de mandamiento de habeas corpus alegando que su detención viola la constitución federal o del Estado; sin embargo, afirman que las leyes estatales  limitan al acusado a una sola petición y que los tribunales del Estado generalmente no considerarán peticiones sucesivas.
  Las peticionarias también sostienen que el señor Sequoyah no puede presentar este recurso frente a un tribunal federal porque primero debe darle a los tribunales del Estado la oportunidad de dictar sentencia sobre su reclamo.

14. Además, las peticionarias alegan que la Suprema Corte de los Estados Unidos ha rechazado repetidamente los argumentos que impugnan que una detención prolongada aguardando la ejecución de pena de muerte es un castigo cruel e inusual,
 y por lo tanto sostienen que al señor Sequoyah se lo debería excusar del agotamiento de recursos internos sobre este caso, porque no hay una seria probabilidad de que pueda tener éxito.  Argumentan que la cuestión de un retardo prolongado en el pabellón de la muerte no es un reclamo que se pueda plantear en la apelación porque la Corte Suprema de California ha sentenciado repetidamente que sólo estudiará reclamos basados en lo que haya ocurrido en un juicio.

15. Las peticionarias alegan además que al plantear su reclamo de falta de tratamiento médico de conformidad con el Título 15 del Código de Regulaciones de California sería igualmente infructuoso porque la Corte Federal ya ha dictado sentencia indicando que la calidad de la atención médica y tratamiento de salud mental en el sistema penitenciario de California no era adecuado y que constituye un castigo cruel e inusual
 y que no resultó en que haya una mejor atención para los reclusos.  Además, recientes órdenes judiciales supuestamente indican que el sistema continúa violando las normas constitucionales y ordenan al Estado a dejar en libertad a miles de reclusos, las cuales no han sido cumplidas.

16. En forma congruente con su argumento de excepción de la norma de agotamiento de los recursos internos, las peticionarias sostienen que la petición fue presentada dentro de un plazo  razonable, de conformidad con el artículo 32(2) del Reglamento de la CIDH.
17. Con respecto a los méritos de la petición, las peticionarias resaltan que ya ha transcurrido un período de veinte años desde el arresto de N.I. Sequoyah; que ya se cumplieron quince años desde que se dictó su sentencia, sin que haya sido posible presentar una apelación directa, y que el Estado ha perdido importantes documentos de la transcripción del juicio. Las peticionarias alegan que estos hechos constituyen violaciones del derecho del señor Sequoyah a un juicio justo, a su derecho de ser enjuiciado sin un retardo indebido, así como de su derecho a apelar y a asegurar que reciba una decisión oportuna, derechos garantizados respectivamente por los artículos XVIII, XXIV y XXV de la Declaración Americana.

18. Con relación a las alegaciones de un encarcelamiento prolongado a la espera de una apelación, las peticionarias alegan que como resultado del denominado “fenómeno del pabellón de la muerte” el señor Sequoyah ha sufrido una tortura psicológica indebida lo cual constituye un castigo cruel, tal como lo define el artículo XXVI de la Declaración Americana.  En estas circunstancias, las peticionarias sostienen además que la ejecución del señor Sequoyah constituiría un trato cruel, infamante e inhumano en violación de su derecho a la vida, de conformidad con el artículo I de la Declaración Americana.

19. Finalmente, las peticionarias alegan que al no suministrarle la atención médica requerida por el estado mental y físico del señor Sequoyah, el Estado viola su derecho a un trato humano garantizado por el artículo XXV de la Declaración Americana.

B. Posición del Estado
20. El Estado sostiene que hay varios medios disponibles para que el señor Sequoyah presente sus reclamos debido a una atención médica inadecuada.  Al respecto, indica que el Título 15§ 3084.1 del Código de Regulaciones de California, un procedimiento administrativo para la presentación de reclamos, ofrece a los reclusos, incluido el señor Sequoyah, varias oportunidades para que se consideren sus reclamos, incluidos los reclamos médicos.
  De acuerdo al Estado, si el señor Sequoyah estuviera insatisfecho con los resultados de este procedimiento, podría procurar una reparación del Estado en un tribunal federal.
  Si bien el Estado menciona que no está en libertad para discutir el uso de este procedimiento por parte del señor Sequoyah,
 sostiene que la ausencia de un antecedente de este tipo de reclamo ni en el Estado ni en un tribunal federal sugieren que la supuesta víctima está satisfecho con este recurso interno o no lo ha agotado.

21. El Estado incluye también entre los recursos disponibles la presentación de una solicitud de habeas corpus, de manera que los tribunales de California puedan examinar las condiciones del tratamiento médico del señor Sequoyah, o la falta del mismo.
  Finalmente menciona la posibilidad de presentar un reclamo ante el tribunal federal de los Estados Unidos alegando que el tratamiento médico del señor Sequoyah --o la falta del mismo-- viola sus derechos consagrados por la Constitución de los Estados Unidos de América.

22. El Estado alega que la perspectiva de aguardar una determinación minuciosa y detenida de estos procedimientos por parte de los tribunales no lo exime o excusa al señor Sequoyah de procurar el agotamiento de los recursos internos. En consecuencia, el Estado considera que los reclamos relacionados con la supuesta falta de tratamiento médico en el caso del señor Sequoyah, en violación del artículo XXV de la Declaración Americana, deberían ser declarados inadmisibles por la Comisión Interamericana por no haber agotado los recursos de jurisdicción interna.
23. Además, el Estado en general argumenta que la petición carece de evidencias que respalden los reclamos de que al señor Sequoyah se le está negando acceso a la atención médica o que el sistema de salud carcelario ha tenido un impacto negativo en su salud. Como la petición no ofrece hechos precisos al respecto, el Estado sostiene que la CIDH debe hacer caso omiso a los reclamos de una supuesta falta de tratamiento médico, de conformidad con el artículo 34 de su Reglamento.

24. Con respecto al reclamo de que ha habido un retardo indebido en el proceso de apelación, el Estado sostiene que el señor Sequoyah aún no ha agotado los recursos internos. El Estado argumenta que si la Suprema Corte de California confirma la condena del señor Sequoyah, entonces tendrá la posibilidad de iniciar una acción a nivel federal para reclamar las demoras percibidas, incluso podrá presentar una demanda indicando que se han violado sus derechos constitucionales debido al prolongado período de detención, consagrados por la Octava Enmienda (la cual prohíbe el castigo cruel e inusual).
25. El Estado argumenta que ninguna de las excepciones contenidas en el artículo 31(2) del Reglamento de la CIDH son aplicables porque tanto el estado de  California como los Estados Unidos ofrecen procesos administrativos y judiciales para atender los reclamos de las peticionarias; porque nunca se le han negado al señor Sequoyah el debido proceso estatal ni federal; y que el supuesto retardo indebido es resultado de las acciones realizadas por el propio defensor del señor Sequoyah por haber solicitado en forma constante extensiones de los plazos, lo cual no se le puede atribuir al Estado. El Estado recuerda que en el momento en que el señor Sequoyah fue sentenciado a muerte, como una cuestión de derecho, se activó automáticamente una apelación a la Suprema Corte de California para salvaguardar el derecho a debido proceso.
  Además, el Estado destaca que en realidad fue el abogado defensor del señor Sequoyah quien solicitó y recibió 26 postergaciones del plazo para presentar su solicitud de apelación ante la Suprema Corte de California.
  El Estado argumenta que esto no es una indicación de trato o castigo crueles sino que es más bien una prueba de salvaguarda del debido proceso para asegurar el derecho del señor Sequoyah a impugnar legalmente su condena y sentencia y permitirle el tiempo suficiente para apelar su condena en vez de imponer un plazo arbitrario para apelar una sentencia de pena de muerte, incluyendo la disponibilidad de solicitar extensiones de los plazos de los cuales ha tomado una amplia ventaja.
26. Con respecto al argumento de las peticionarias de que retardo prolongado en el pabellón de la muerte sería infructuoso, el Estado alega que la norma internacional de derecho consuetudinario con respecto a la futilidad es tal que la mera semejanza de una decisión adversa es insuficiente para exceptuar el agotamiento de los recursos internos
 y que el hecho de que la Suprema Corte de los Estados Unidos aún no haya declarado que un período prolongado entre la condena y la ejecución es inconstitucional no significa que no lo pueda hacer en el futuro.  En realidad, el Estado sostiene que la Suprema Corte de los Estados Unidos en repetidas ocasiones ha otorgado certiorari en casos de pena de muerte para examinar la constitucionalidad de muchos aspectos de sentencias de pena de muerte y de cuestiones de procedimiento en los juicios de casos de pena de muerte.
  El Estado sostiene que este caso plantea cuestiones legales complejas relacionadas con la Octava Enmienda y su prohibición de castigo cruel e inusual y que se le debería otorgar a los tribunales locales la oportunidad de oír estas cuestiones.  Se refiere además a casos anteriores en los cuales la CIDH consideró admisibles peticiones que alegaban demoras y prolongaciones del período previo a la ejecución, cuando ya se había procurado primero en los tribunales de los Estados Unidos y después que la Suprema Corte de los Estados Unidos finalmente había denegado certiorari.
  El Estado considera que se debe requerir lo mismo al señor Sequoyah.

27. El Estado sostiene además que las preocupaciones relacionadas con una “dilación injustificada” como se establece en el artículo XXV de la Declaración Americana se refiere únicamente a la dilación previa al juicio
 --lo cual no se impugna en este caso—y no al retardo entre la sentencia y la ejecución.  En consecuencia, el Estado afirma que las alegaciones relacionadas con la violación de los artículos XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana deberán ser rechazadas.

28. El Estado manifiesta que las circunstancias de este caso son absolutamente diferentes de las que previamente fueron reconocidas por la CIDH como violaciones del artículo XVIII de la Declaración Americana, que se refieren a los casos en que se ha negado o limitado todo tipo de revisión judicial o acceso a un juicio justo y en los que no se dispone de ningún recurso judicial.
  El Estado argumenta que una apelación en los Estados Unidos asegura que los juicios sean justos e imparciales, que las condenas se basen en evidencias sustanciales y que las sentencias sean proporcionales a la gravedad del delito, y que además de las apelaciones obligatorias y discrecionales ante los tribunales estatales los procedimientos de habeas corpus federales permiten a los tribunales federales revisar los méritos sustanciales y de procedimiento de cada sentencia de pena de muerte que emitan los tribunales del Estado.  El Estado sostiene que las peticionarias no lograron establecer los hechos que sugieran que N.I. Sequoyah no tuvo las salvaguardas de “amparo de los tribunales” a que se refiere el artículo XVIII de la Declaración Americana.

29. En forma similar, el Estado considera sin mérito los alegatos relacionados con la violación del derecho a la vida.  Asimismo, señala que la Declaración Americana no prohíbe la pena de muerte y argumenta que las peticionarias no pudieron presentar ningún hecho que respalde su reclamo de privación arbitraria de la vida, en la ausencia de lo cual el reclamo debe ser declarado inadmisible.

II. ANÁLISIS DE LA ADMISIBILIDAD
A.
Competencia de la CIDH 
30. Luego de considerar la documentación que se le ha presentado, la Comisión Interamericana considera que es competente ratione personae para analizar las denuncias planteadas en la presente petición. De conformidad con el artículo 23 del Reglamento de la CIDH, las peticionarias están autorizadas a presentar reclamos alegando violaciones de los derechos protegidos por la Declaración Americana.  La supuesta víctima es una persona cuyos derechos están protegidos por este instrumento internacional. El Estado está obligado a respetar las disposiciones contenidas en la Declaración Americana, y la CIDH es competente para recibir peticiones que aleguen violaciones perpetradas por el Estado contenidas en el mencionado instrumento, en virtud de su ratificación de la Carta de la OEA el 19 de junio de 1951 y de conformidad con el artículo 20 del Estatuto de la CIDH y del artículo 49 de su Reglamento.

31. Tomando en cuenta que la petición alega violaciones de los derechos protegidos por la  Declaración Americana que han tenido lugar en el territorio de los Estados Unidos, la CIDH concluye que tiene competencia ratione loci para tomar conocimiento de las mismas.  Además, la petición se basa en hechos que ocurrieron en el momento en que estaban en efecto las obligaciones asumidas por el Estado de conformidad con la Carta de la OEA y la Declaración Americana, de manera que la Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis para examinar este asunto.

32. Finalmente, visto que las peticionarias han presentado reclamos alegando la violación de los artículos I, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana, la CIDH es competente ratione materiae para examinar esta demanda.

33. Por lo tanto, la Comisión Interamericana considera que es competente para examinar los reclamos que se plantean en la petición.

B.
Otros requisitos de  admisibilidad
1.
Agotamiento de los recursos internos 
34. De conformidad con el artículo 31(1) de su Reglamento, la Comisión Interamericana deberá verificar si se han interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Sin embargo, el artículo 31(2) de su Reglamento especifica que este requisito no se aplica cuando no exista en la legislación interna del Estado en cuestión el debido proceso legal para la protección del derecho que se alega que ha sido violado; no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o si ha habido un retardo injustificado en la decisión final por parte de los recursos internos.
a.
Supuesto retardo indebido en el proceso de apelación del señor Sequoyah y el prolongado período de encarcelación en el pabellón de la muerte
35. El Estado argumenta que no se podrá cumplir con el requisito de agotamiento de los recursos internos hasta que sea escuchada la apelación directa del señor Sequoyah y hasta que éste no haya agotado los recursos internos que luego tendría a su disposición.  Las peticionarias no niegan la falta de agotamiento de los recursos internos respecto al señor Sequoyah, pero argumentan que la CIDH debe conceder excepciones de conformidad con el artículo 31(2) de su Reglamento, sobre la base de las siguientes aserciones de hecho: que a él se le ha impedido agotar los recursos internos hasta que se decida su apelación directa; que el período de quince años transcurrido desde la fecha de su sentencia constituye un retardo indebido, y que el argumento de una encarcelación prolongada en el pabellón de la muerte constituye un castigo cruel e inusual que no tendría perspectivas serias de éxito a la luz de los precedentes internos actuales sobre esta cuestión.

36. El Estado sostiene que la demora de la audiencia de apelación del señor Sequoyah no se le puede atribuir al Estado, porque esta ha tenido lugar porque su abogado defensor ha estado solicitando extensiones de los plazos en forma constante.  Las peticionarias no niegan esta afirmación pero argumentan que la razón por la cual esto ha ocurrido se debe a que las transcripciones del juicio, necesarias para la apelación, eran deficientes hasta el punto que eran totalmente inutilizables y era necesario corregirlas.  La CIDH observa que esta cuestión problemática no fue ni comentada ni denegada por parte del Estado.
37. Un estado que alega que no se han agotado los recursos internos deberá indicar los recursos internos que se deben agotar y aportar pruebas de su efectividad.
  En este caso el Estado sostiene que una vez que la Corte Suprema de California dicte sentencia sobre la apelación del señor Sequoyah, habrá una diversidad de recursos que estarán disponibles para que plantee los reclamos contenidos en la petición, incluidas vías de acción para impugnar su detención. Sin embargo, los recursos sugeridos por el Estado estarían disponibles únicamente después que se decida sobre la apelación del señor Sequoyah, y es precisamente el retardo indebido de la decisión sobre su apelación lo que le impide al señor Sequoyah agotar los recursos internos.  La CIDH observa asimismo que el caso del señor Sequoyah no es totalmente análogo a los casos a que se ha referido el Estado.  En este caso preciso, se interpone un registro de las transcripciones del juicio que supuestamente es problemático e impide la audiencia de una apelación directa, en cambio en los casos citados por el Estado el recluso ya había presentado todos los recursos de apelación y estaba aguardando su ejecución.
  En estas circunstancias, la CIDH considera que el Estado no cumplió con su obligación de demostrar la efectividad de los recursos.
38. La CIDH reitera que cualquier decisión sobre la aplicación de excepciones a la norma sobre agotamiento de recursos de jurisdicción interna deberá ser adoptada en forma previa e independiente del análisis de los méritos del caso, porque se basa en un tipo y carácter de pruebas diferente al que se utiliza para determinar si ha habido o no una violación de los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana.
  Con el propósito de analizar la admisibilidad de la petición, la CIDH considera que el período de quince años que ha transcurrido desde la condena del señor Sequoyah constituye un retardo indebido y que por causa de este regardo a él se le ha impedido agotar los recursos internos. Con base en los mencionados argumentos, la CIDH considera que la situación cumple con los criterios necesarios que justifican una excepción al agotamiento de los recursos internos, de conformidad con el artículo 31(2)(b) y (c) del Reglamento, con respecto al supuesto período prolongado de encarcelación previo a que se adopte una decisión sobre su apelación.  Se debe aclarar que las causas y efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en este caso serán examinados en los aspectos pertinentes por la CIDH durante su etapa de examen de los méritos a fin de verificar si en realidad constituyen violaciones a la Declaración Americana.

b.
Supuesta falta de tratamiento médico
39. En los casos de detenidos que reclaman la falta de atención médica con respecto a  una enfermedad específica o un reclamo médico, la práctica constante de la CIDH con respecto al agotamiento de los recursos internos ha sido requerir que el demandante haya intentado presentar un recurso adecuado, al menos se pruebe que este recurso no existe, no está disponible o no es efectivo.

40. El Estado argumenta que el señor Sequoyah tiene numerosos recursos disponibles a través de los cuales puede reclamar la falta de una atención médica adecuada, pero que sin embargo él no ha procurado ninguno de estos recursos.  Las peticionarias no alegan que estos recursos no están disponibles, sin embargo sostienen que si recurre a los mismos pone en peligro su derecho de presentar reclamos adicionales impugnando la constitucionalidad de su sentencia de muerte; o que sería un ejercicio fútil dado que los tribunales ya han declarado que el sistema de atención de la salud de las penitenciarías de California es inadecuado y esta decisión no mejoró la atención que reciben los reclusos.  Con base en estos casos previos y en una declaración jurada de un ex-guardia de la prisión,
 las peticionarias solicitan que se excuse al señor Sequoyah del agotamiento de los recursos internos.
41. La Comisión Interamericana observa que este reclamo no depende de los supuestamente problemáticos registro y transcripción del juicio, o del llamado “fenómeno del pabellón de la muerte.”  Se trata de la atención recibida por el señor Sequoyah en la Prisión de San Quintín, la cual supuestamente no es adecuada para tratar su condición médica. No hay pruebas de que el señor Sequoyah se haya quejado del tratamiento que recibe o haya iniciado algún tipo de reclamo administrativo o judicial para mejorar su condición médica.  Además, las peticionarias no presentaron pruebas que demuestren que las autoridades están al tanto de la insatisfacción del señor Sequoyah con su tratamiento médico.  La CIDH considera que el hecho de que el sistema sea deficiente no excusa a la supuesta víctima de plantear su reclamo a través de los procedimientos internos, sea este procedimiento administrativo sugerido por el Estado o cualquier otro tipo de procedimiento.
  Teniendo presente que el propósito de este requisito es asegurar que el Estado en cuestión está informado de una supuesta violación de un derecho protegido y tiene la oportunidad de resolver estas controversias dentro de su propio marco legal antes de que estos problemas sean presentados ante una entidad internacional,
 la CIDH concluye que con respecto al reclamo de falta de tratamiento médico, la petición no satisface el requisito de agotamiento de los recursos internos establecidos en el artículo 31 de su Reglamento.
42. En consecuencia, la CIDH se abstiene de analizar los otros fundamentos de admisibilidad con relación al reclamo de la falta de atención médica, pero completará su análisis sobre los reclamos de retardo indebido del proceso de apelación del señor Sequoyah y del prolongado período de encarcelación en el pabellón de la muerte.
2. Plazo de presentación de la petición
43. El artículo 32(1) del Reglamento requiere que para que se admita una petición o comunicación, ésta debe ser presentada dentro del período de seis meses contados a partir de la fecha en que la presunta víctima haya sido notificada de la decisión final.  Este mismo artículo establece que en los casos en que se aplique la excepción al requisito de agotamiento previo de los recursos internos, la petición deberá ser presentada dentro de un período razonable, según lo determine la Comisión Interamericana, la cual “considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.”
44. En este caso la CIDH consideró que el indebido retardo en el proceso de la apelación de la supuesta víctima impidió a N.I. Sequoyah agotar los recursos internos.  Por lo tanto, la CIDH deberá determinar si la petición fue presentada dentro de un período razonable.  Al respecto, los antecedentes ante la Comisión Interamericana indican que durante el período transcurrido desde la condena, los representantes de la supuesta víctima han estado procurando recursos en forma activa, con el fin de lograr justicia a nivel local.
  La actividad de las peticionarias con respecto a los procedimientos, en el contexto del presente caso, junto con el carácter continuo de los hechos alegados constituyen una negación de justicia y esto lleva a que la Comisión Interamericana concluya señalando que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable, tal como lo requiere el artículo 32(1) de su Reglamento. 
3. Duplicación de procedimientos y res judicata
45. No hay información disponible que indique que el asunto planteado en esta petición se haya presentado anteriormente a la Comisión Interamericana o a cualquier otra organización intergubernamental de la cual Estados Unidos es miembro.  El Estado no se ha opuesto a la petición con base a que haya una duplicación de procedimientos. Por lo tanto, la CIDH considera que no hay un obstáculo para que los reclamos de las peticionarias sean admisibles de conformidad con el artículo 33 de su Reglamento.

4. Reclamo aparente
46. El artículo 27 del Reglamento de la CIDH establece que las peticiones presenten hechos "sobre presuntas violaciones de los derechos humanos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos aplicables.”  Además, el artículo 34(a) de su Reglamento requiere que la Comisión Interamericana declare una petición inadmisible cuando no se expongan hechos que caractericen una violación de los derechos a que se refiere el artículo 27 del Reglamento.

47. En este caso, las peticionarias alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos del señor Sequoyah consagrados en los artículos I, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana, en relación con el tiempo que la presunta víctima permaneció en el pabellón de la muerte antes de haber podido apelar la decisión y las supuestas consecuencias.  Afirman que las deficiencias de las transcripciones, atribuibles al Estado, son las causantes de la demora del proceso. El Estado argumenta que los hechos no tienden a establecer que se ha violado la Declaración Americana y que los reclamos no tienen mérito. En particular, el Estado argumenta que la petición carece de pruebas y no ofrece hechos precisos.  Además, el Estado sostiene que el retardo indebido en realidad es el resultado de las salvaguardas del debido proceso, causado por el propio abogado defensor del señor Sequoyah, quien tomó ventaja de cada oportunidad que tenía para pedir más extensiones del plazo.
48. La Comisión Interamericana subraya que el propósito de esta etapa del proceso no es evaluar si los reclamos de las peticionarias han sido debidamente respaldados sino determinar si la petición satisface los requisitos fundamentales contenidos en el artículo 34 del Reglamento.  Si el supuesto retardo constituye una violación de las obligaciones del Estado consagradas en la Declaración Americana es una cuestión que será analizada durante la determinación de los méritos del caso.
49. Con base en lo anterior, la CIDH considera que los reclamos con respecto al retardo indebido del proceso de apelación del señor Sequoyah y el consiguiente prolongado período de encarcelación en el pabellón de la muerte no son manifiestamente carentes de fundamento o fuera de lugar.  En consecuencia, la CIDH concluye que, de conformidad con el artículo 34 de su Reglamento, ambos deben ser declarados admisibles con respecto a supuestas violaciones de los artículos I, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana.

V.
CONCLUSIÓN
50. Con base en los argumentos de hecho y de derecho antes mencionados y sin prejuzgar los méritos del caso,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
1. Declarar la petición admisible con respecto a las alegaciones relacionadas con el retardo indebido del proceso de apelación del señor Sequoyah y el prolongado período de encarcelamiento en el pabellón de la muerte, de conformidad con los artículos I, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana;
2. Declarar la petición inadmisible con respecto al reclamo de violación del artículo XXVI de la Declaración Americana por falta de tratamiento médico, debido a que no se han cumplido los requisitos de agotamiento de los recursos internos;

3. Notificar esta decisión a las partes;

4. Continuar con el análisis de los méritos del caso, y
5. Publicar este informe e incluirlo en el Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 17 días del mes de marzo de 2010. (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; María Silvia Guillén, Rodrigo Escobar Gil, y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión.
( De conformidad con el Artículo 17(2) (a) del Reglamento de la CIDH, la Comisionada Dinah Shelton no participó en las deliberaciones ni en la votación sobre el presente informe.


� El 3 de junio de 2009, la CIDH acusó recibo y transmitió esta información adicional al Estado.


� Supuestamente bajo, inter alia, el Código Penal de California §187.


� De acuerdo a la petición, la transcripción fue mal armada, desorganizada y no fue puesta en orden cronológico y muchos documentos eran docenas o cientos de páginas sueltas fragmentadas y esparcidas.


� Las peticionarias subrayan que el Estado de California tiene una de las peores prácticas relacionadas con la ejecución de la pena de muerte en los Estados Unidos. Aparentemente, el tiempo promedio que permanecieron en el pabellón de la muerte en California aquellos que fueron ejecutados en 2003 fue de 17 años y medio.


� Por ejemplo, las peticionarias alegan que el señor Sequoyah está bajo la falsa ilusión de que está siendo perseguido como parte de una gran conspiración para impedirle que predique el evangelio.


� La petición contiene un informe médico con fecha de marzo de 2003, en el cual el médico examinador confirma la condición de la piel. La CIDH observa que el médico está de acuerdo con el régimen actual de la terapia para tratar su afección cutánea.


� Las peticionarias citan a Shumate c. Wilson, No.CIV S-95-0619 (E.D.Cal. 2000); Plata c. Davis, 329 F.3d 1101, 1103 (9th Cir.2003).


� Las peticionarias afirman que las condiciones de confinamiento particularmente adversas del pabellón de la muerte hacen más difícil el ajuste y tienden a agravar los problemas psicológicos pre-existentes, señalan que las condiciones de estrés asociadas con una sentencia de muerte y el confinamiento a largo plazo  en el pabellón de la muerte tienden a agravar particularmente los problemas de salud mental: citan a Mark D. Cunningham & Mark P. Vigen, “Death Row Inmate Characteristics, Adjustment, y  Confinement: A Critical Review of the Litterature,” 20 BEHAC. SCI. & L. 191, 204, 206. (2002).


� Las peticionarias se refieren a la Constitución de California, artículo. I, §11; y a Clark, 5 Cal. 4th 750, 775 (1993).


� Las peticionarias se refieren a la Constitución de los Estados Unidos 28 §2254(b)(1).


� Las peticionarias se refieren a Knight c. Florida, 528 U.S.990 (1999); Lackey c. Texas, 514 U.S. 1045 (1995).


� Las peticionarias se refieren a People c. Carter, 36 Cal.4th 1114, 1213; People c. Barnett, 17 Cal. 4th 1044, 1183 (Cal. 1998); People c. Sánchez, 12 Cal. 4th 1, 59 (cal. 1995); People c. Szeto, 29 Cal. 3d 20, 35 (Cal. 1981).


� Las peticionarias citan a Plata c. Schwarzenegger, 3:01-cv-01351-THE (N.D. Cal.); Coleman c. Schwarzenegger, 2:90-cv-00520-LKK-JFM (E.D. Cal.); y Armstrong c. Schwarzenegger, 4:94-cv-02307-CW (N.D.Cal.).


� Las peticionarias citan a Bob Egelko & Wyatt Buchanan, “Judges tell State to free thousands in crowded prisons“, San Francisco Chronicle, 10 de febrero de 2009, página A1.


� Supuestamente, el Código de Regulaciones de California tit. 15, §3084 dice lo siguiente: "cualquier recluso o preso en libertad condicional bajo la jurisdicción del departamento puede apelar cualquier decisión, acción, condición o política departamental que pueda demostrar que tiene un efecto adverso para su bienestar". Según el Estado, un recluso primero debe presentar denuncias con el personal involucrado; si la denuncia no se resuelve mediante mecanismos informales, un recluso puede apelar mediante tres niveles formales de apelación; y si continúa insatisfecho con los resultados del proceso de apelaciones puede presentar un recurso ante un tribunal estatal o federal.


� Ídem.


� El Estado menciona que no está en libertad para discutir el uso de este mecanismo de denuncia (o la falta de) por parte de Sequoyah, a menos que Sequoyah consienta por escrito a la liberación de esta información en caso que él decida discutir si hizo uso o no del procedimiento de denuncia, Ley de Prácticas de Información de California de 1977, Código Civil de California §1798.24(b).


� El Estado se refiere al Código Penal de California § 1473.


� Supuestamente, 42 USC § 1983.


� Supuestamente bajo el Código Penal de California §1239; véase también People c. Waldon, Caso No. S025520, folio del legajo (Cal.), disponible en: � HYPERLINK "http://appellatecases.courtinfo.ca.gov/search/case/dockets.cfm?dist=0&doc_id=1757302&doc_no=S025520" ��http://appellateCasos.courtinfo.ca.gov/search/Caso/dockets.cfm?dist=0&doc_id=1757302&doc_no=S025520�.


� El Estado se refiere a los legajos del caso, donde figuran las mociones de prórroga solicitadas por el abogado defensor de Sequoyah y otras propuestas, disponible en la página Web de la Suprema Corte de California en: http://appellateCasos.courtinfo.ca.gov/search/Caso/dockets.cfm?dist=0&doc_id=1757302&doc_no=S025520.


� El Estado se refiere a la 54ta Sesión de la � HYPERLINK "http://www.un.org/law/ilc/" �Comisión de Derecho Internacional�, Tercer Informe sobre Protección Diplomática, J. Dugard, Relator Especial. A/CN.4/523. 7 de marzo de 2002, la cual afirmó que "la mera probabilidad de una decisión adversa es insuficiente: debe existir “algo más que la probabilidad de derrota pero menos que una certeza;’” y J. Paulsson, Denial of Justice in International Law (2005), en 117.


� En referencia a Kennedy c. Louisiana, 128 S.Ct.2641 (2008); y Panetti c. Quarterman, 127 S.Ct. 2482 (2007); y Abul-Kabir c. Quarterman, 127 S.Ct.1654 (2007).


� CIDH. Informe No. 16/04, P129-02, Tracy Lee Housel (Estados Unidos) 27 de febrero de 2004; e Informe No. 68/04, P28-03, John Elliott (Estados Unidos) 14 de octubre de 2004.


� En referencia al Informe de la CIDH No. 48/01, Caso 12.067, Michael Edwards (Bahamas) 4 de abril de 2001, párrafo 85; Informe de la CIDH No. 67/06, Caso 12.476, Oscar Elías Biscet (Cuba) 21 de octubre de 2006; Informe de la CIDH No. 77/02, Caso 11.506, Waldemar G. Pinheiro & José C. Dos Santos (Paraguay) 27 de diciembre de 2002, párrafo 72; Informe de la CIDH No. 7/02, P11.661, M.Suresh (Canadá) 27 de febrero de 2002; Informe de la CIDH No. 6/02, P12.071, “120 ciudadanos cubanos y ocho ciudadanos haitianos” (Bahamas) 27 de febrero de 2002.


� El Estado se refiere al Informe de la CIDH No. 81/07, Caso 12.504, Daniel & Kornel Vaux (Guyana) 15 de octubre de 2007; Informe de la CIDH No. 49/02, P12.400, Takoor Ramcharan (Trinidad & Tobago) 9 de octubre de 2002; Informe de la CIDH No. 89/01, Caso 12.342, Balkissoon Roodal (Trinidad & Tobago) 10 de octubre de 2001.


� Artículo 20(b) del Estatuto de la CIDH; Carta de la Organización de los Estados Americanos, artículos 3, 16, 51, 112, 150; Reglamento de la CIDH, artículos 49, 50; Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-10/8 “Interpretación de la Declaración de los Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,” 14 de julio de 1989 Serie A No.10 (1989), párrafos 35-45; y CIDH, James Terry Roach y Jay Pinkerton (Estados Unidos) Caso 9647, Res.3/87, 22 de septiembre de 1987, Informe Anual 1986-87, párrafos 46-49.


� Véase supra, nota 11.


� Informe de la CIDH No. 32/05, Petición 642/03, Admisibilidad, Luis Rolando Cuscul Pivaral y otros (Guatemala) 7 de marzo de 2005, párrafos 33-35; Corte I.D.H. CasO Durán y Ugarte Vs. Perú. Objeciones Preliminares. Sentencia del 28 de mayo de 1999, Serie C No. 50, párrafo 33; y Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Objeciones Preliminares. Sentencia del 3 de septiembre de 1998, Serie C No. 40, párrafo 31.


� Supra, nota 24, en la cual la CIDH consideró que  el acusado no necesitaba presentar una denuncia de “fenómeno de pabellón de la muerte” ante los tribunales de Estados Unidos como un reclamo a una violación de la octava enmienda, porque la jurisprudencia de la Suprema Corte de los Estados Unidos era tal que dicha demanda no parecería tener perspectivas razonables de éxito, y por lo tanto no era un recurso “efectivo” conforme al derecho internacional.


� Informe de la CIDH No. 39/06, P73-03, Carlos Rafael Alfonso Martínez (Venezuela) 15 de marzo de 2006, párrafo 59; e Informe No. 65/07, P415-03, Adriana Gallo, Ana María Careaga y Silvia Maluf (Argentina), 27 de julio de 2007.


� Véase, por ejemplo, Informe de la CIDH No. 8/08, Caso 11.426, Marcela Alejandra Porco (Bolivia), Admisibilidad, 4 de marzo de 2008, párrafo 62, donde la CIDH reconoció que el recurso idóneo para abordar el reclamo de  las peticionarias de detención en condiciones presuntamente inadecuadas hubiera sido el recurso de habeas corpus, pero debido a que la normativa vigente en ese entonces no le ofrecía la posibilidad de acudir a esta garantía, las peticionarias quedaron excusadas del cumplimiento del requisito de agotamiento de recursos internos.


� Prueba 22 de la petición, la cual es una declaración jurada firmada por Daniel B. Vásquez, antiguo guardia carcelario en la Prisión Estatal de San Quintín, en apoyo a una petición de clemencia de otro recluso, que da fe de los problemas de atención médica de la prisión.


� Título 15§ 3084.1 del Código de Regulaciones de California, véase Sección III.B citado anteriormente.


� Inter alia, Informe de la CIDH No. 51/08, P299-07, Robert Ignacio Díaz Loreto y otros (Venezuela), 24 de julio de 2008, párrafo 42.


� Por ejemplo, entre marzo y julio de 2009 solo tres solicitudes de prórroga han sido presentadas por el abogado defensor del señor Sequoyah y  concedidas por el Tribunal Supremo de California, véase supra, nota 20.
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